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CC. PRESIDENTE Y SECRETARIOS DE LA MESA DIRECTIVA
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO OE COLIMA.
Presente

DIPUTADO VLADIMIR PARRA BARRAGAN y DIPUTADA ANA KAREN

HERNÁNDEZ ACEVES, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 33,

fracción ly 39, fracción l, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de

Colima, reordenada y consolidada, en relación con los artículos 22, fracción 1,83,
fracción l, y 84, fracción l, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de

Colima y 122 y 123 de su Reglamento, tenemos a b¡en someter a la consideración de

esta Asamblea, la lnic¡at¡va de Ley con Proyecto de Decreto que Reforma los
articulos 51, 160 y 168, del Código Electoral del Estado de Colima, al tenor de la

siguiente.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

Primero. La Ley General de Partidos Políticos, dispone en su articulo 23, punto 1,

incisos b), e) y l), que los partidos políticos tienen derecho a participar en las

elecciones conforme a lo dispuesto en la Base I del artículo 41 de la Constitución, asi
como en dicha Ley, la Ley General de lnstituciones y Proced¡mientos Electorales y

demás disposiciones en la materia, asimismo, que tienen derecho a organizar
procesos internos para selecc¡onar y postular candidatos en las elecciones, en los

términos de la citada Ley y las leyes federales o locales aplicables; e igualmente

tienen entre otras obligaciones y derechos, las demás que les otorguen la

Constitución y las leyes.

Por su parte, la Ley General de lnstituciones y Procedimientos Electorales, en su

artículo 26, dispone que los poderes Ejecutivo y Legislativo de los estados de la
República y del Distrito Federal, se integrarán y organizarán conforme lo determina la

Constitución, las constituciones de cada estado, así como el Estatuto de Gobierno

del Distrito Federal y las leyes respectivas; y que los municipios serán gobernados

por un Ayuntamiento de elección popular directa, conformado por un Presidente

Municipal y el número de integrantes que determine la Constitución y la ley de cada

entidad, así como los órganos polit¡co-ad m inistrativos, según la legislación aplicable

en el Distrito Federal.

Segundo. A la fecha, la Constitución local en su artículo 87, párrafo octavo,

dispone que "Los pariidos políticos garantizarán la inclusiÓn de iÓvenes en l.as

candidaturas a cargos de elección populal' , y, actualmente, el artículo 51 , fracción





XXI, del Cód¡go Electoral del Estado de Colima, desarrolla dicha obligación
parc¡almente, estableciendo que son obligaciones de los partidos políticos, entre
otras:

XXI.- Registrar candidaturas en los porcentajes y para /os cargos de elección
popular s¡guientes.

a) En las diputaciones por el pr¡nc¡pio de mayoría relat¡va, hasta el 50% de
candidaturas de un mismo género cuando ésfas correspondan a un número
par, en caso de que se trate de número ¡mpar, el porcentaje de cada
género será el más cercano al 50%, considerando en ambos casos, para el
porcentaje, la suma total de las candidatas y candidatos propietarios que
propongan respecto de /os distrllos de la entidad, quienes deberán tener
supienfes de su mismo género

b) En las diputaciones por el pr¡nc¡pio de representación proporcional, cada
pañido politico presentará una lista de prelación, alternando propuestas de
uno y otro género, por la totalidad de /os cargos correspondientes;

c) En el caso de los ayuntamienfos, sl se reg¡stra un número par de
candidatos a presidentes mun¡c¡pales, el 50% de las candidaturas
corresponderá a un mismo género; en caso de que se trate de número
¡mpar, el porcentaje de cada género será el más cercano a dicha cifra. En
cada planilla deberán alternarse /as propuesfas de uno y otro género; las
candidaturas deberán ser tanto propietarios y suplentes del mismo género;

En el caso de las diputaciones por ambos princ¡p¡os e lntegrantes de /os
ayuntam¡entos, garant¡zarán la inclusión de ióvenes entre los 18 y 29 años
de edad, en los porcentajes que determinen sus respecflvos esfafutos;
procurarán la representación de la población indígena, personas con
discapacidad, personas de la diversidad sexual y otros grupos vulnerables
en /as candidaturas de diputaciones por ambos principios de
representac¡ón y en las candidaturas para ¡ntegrar los Ayuntamientos. Para
el cumplimiento de lo dlspueslo en esta fracciÓn, /os PARflDOS
POL|TICOS, adaptarán, conforme a sus estafuto s y reglamentos, los
procesos internos de selección de sus candidatos.

Determinar y hacer públicos cr¡ter¡os obietivos para garantizar la paridad de
género en las candidaturas a diputaciones y munícipes. En ningÚn caso se

admitirán criterios que tengan como resultado que a alguno de los géneros

le sean aslgnados exclus¡vamente aquellos distrltos en los que el partido

d)

e)
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haya obten¡do los porcentajes de votación más bajos en el proceso
electoral anterior.

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones conten¡das en /os rnclsos
a) al d) de esta fracción, dará lugar a la negativa del registro de las
candidaturas a que la misma se refiere. En caso de ser posible, atendiendo a la
fecha de conclusión del periodo para efectuar los regislros de las candidaturas,
la autoridad electoral competente requerirá a los PARTIDOS POL|TICOS para
que subsanen las irregularidades que hubiere detectado, en el término que al
efecto señale dentro de dicho periodo.

Es decir, en el inciso d) del citado artículo, únicamente establece que debe
garantizarse la inclusión de jóvenes entre los 18 y 29 años de edad, pero delega
d¡cha obl¡gator¡edad, a lo que cada uno de los esfafufos partidistas señalen, ya que
indica que tal inclusión debe materializarse en los porcentajes que determinen sus
re spectivos estafutos.

Asimismo, el artículo '160 del mismo ordenamiento señala que:

ART|)ULO 160.- Los PARTID?S PoLíTlCoS podrán solicitar el registro
de cand¡datos a cargos de elección popular, de conformidad con las
siguientes reglas:

IV,

Para la candidatura a GOBERNADOR, un ciudadano por cada partido
político, por convenio de coalición o de candidatura común;

Para las candidaturas a diputados por el principio de mayoría relativa, se
¡ntegrarán fórmulas cornpuesfas cada una por un propietario y un suplente
de un mismo género. Asimismo, del total de los dlsrdios electorales en los
que participen, de manera individual, en candidatura común o en
coalición, presentarán cand¡datos de un mismo género en el 50% de los
mlsmos. Si la pa¡Ticipación comprende un número impar de dlstritos, /as

candidaturas de un mismo género no podrán ser mayores de una fÓrmula;

Para las candidaturas a diputados por el principio de representación
proporcional, se presentará una lista de prelac¡Ón, integrada por nueve
candidatos propietarios, alternando propuestas de uno y otro género; y

Para los ayuntamientos, las candidaturas se comprenderán en una sola
planilla que enliste ordenadamente a los cand¡datos a Presidente
Municipal, Síndico y regidores, con sus respectivos suplentes, debiendo

observar /as bases estab/ecldas en los a¡Ticulos 86 8is, 89 y 90 de la
CONST/TUClÓN.



Cada fórmula de /os cargos citados en el párrafo anter¡or estará integrada
por un propietario y un suplente del mismo género; se enlistarán
ordenadamente candidatos de género distinto, de manera alternada,
atendiendo al orden de prelación hasta agotar la plan¡lla correspondiente.

Las personas que por elecc¡ón indirecta, por nombramiento o designación
de alguna autoridad, desempeñen las funciones propias de muníc¡pes,
cualqu¡era que sea la denominación que se les dé, podrán ser reglsfradas
como candidatos para el m¡smo cargo en el propio Cabildo, únicamente
para el periodo inmediato.

Ningún parfido político podrá registrar a un candidato de otro partido,
salvo que se trate de una coal¡c¡ón o candidatura común, previo registro
del convenio correspondiente ante e/ COTVSEJO GENERAL o el Consejo
Mun¡c¡pal respectivo.

En el caso de elección consecut¡va no podrán registrar como candidato a
un Diputado o municipe, propietario o suplente, de otro parfido, que haya
renunciado o perdido su militancia en é1, después de la mitad del periodo
del mandato correspondiente.

Cuando e/ CONSEJO respectivo detecte que para un mismo cargo de
elección popular se so/lcifa el registro de diferentes candidatos por un
mismo parfido político, el Secretario Ejecutivo requerirá al partido a efecto
de que informe qué candidato o fórmula prevalece, concediéndole para
ello un término que no excederá del periodo de registro. En caso de no
hacerlo, prevalecerá la última de las solicitudes de registro presentada.

Los candidatos independientes no podrán ser registrados por n¡ngún
parlido, coalición o candidatura común.

Por otra parte, el artículo'168 del mismo ordenamiento señala que:

ART|CULO 168.- La sustltuclón de candidatos deberán solicitarla por
escrlfo /os PARTIDOS POL|T|COS o coaliciones en la siguiente forma:

t. Dentro del plazo establecido para sohcitar el registro de candidatos,
podrán sustituirse l¡bremente, por el órgano electoral que corresponda; y

ll. Concluido el plazo para el reg¡stro, sólo por acuerdo del CONSEJO
GENERAL podrá hacerse sust¡tuc¡ón de candidatos. Esta procederá
únicamente por causa de muefte, incapacidad, inhabilitaciÓn, privaciÓn de
su libeftad, renuncia expresa de los candidatos o cualquier otra causa que

le impida continuar con su calidad de candidato.
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En /os casos en que la renuncia del candidato fuera notificada por éste al
COIVSEJO GENERAL, se hará del conocimiento del parfido politico que lo
reg¡stró para que proceda, en su caso, a su sustitución.

En /os supueslos a que se refieren la fracc¡ón ll y el párrafo anterior, se
obseNará, en su caso, lo prevtsto en et afticulo 20'1 de este CóD:GO.

Tercero.- Sin embargo, en términos de lo argumentado en el voto particular emitido
por la entonces Magistrada MARiA AMPARO HERNÁNDEZ CHONc CUy, respecto
de la sentencia emitida por la Sala Regional Toluca, del Tribunal Electoral del poder
Judicial de la Federac¡ón, en el expediente ST-JDC-39912015 y ST-JRC-36/2015
ACUMULADOS, drcha porción normativa vigente de nuestro Código Electoral
constituye una norma incompleta en su regulación legal, pues, al decir de la antes
nombrada, por una parte prevé la obligación de garantizar la inclusión de jóvenes en
las candidaturas, pero carece de integralidad, porque no contempla en la propia ley
la medida de dicha obl¡gación; argumentando además que ese es un espacio que no
fue llenado de manera consciente, puesto que en el dictamen respeclivo, se refiere
que en el procedimiento legislativo de 2011 una de las iniciativas contemplaba la
obligación de garantizar "hasta en un 30% su inclusión", sin embargo, uno de los
acuerdos dentro del procedimiento legislat¡vo indica que se acordó no señalar
porcentaje de cuota mínimo alguno "dejando asi a cada instituto politico la libertad de
determinar la cantidad de candidaturas de jóvenes según lo consideren conveniente",
esto es, el legislador en esa ocasión optó por dejar el alcance de su política inclusiva

-y consecuentemente el alcance específico de la restricción de los derechos- a los
partidos políticos, generando de esta manera una delegación legislativa.

En el citado voto particular, se cont¡núa señalando que, en el caso la delegación
legislativa contemplada en la fracción XXI del artículo 51 del Cód¡go comicial estatal
terminaba desvirtuando el carácter de los derechos previstos por la Constitución y la
Convención Americana sobre los Derechos Humanos, puesto que, la inclusrón de la
med¡da tenía una f¡nalidad clara, garant¡zar la participación de los jóvenes, para lo
cual resultaba necesar¡o afectar la igualdad entre todos los ciudadanos, generando

una distinción para los jóvenes ciudadanos menores de 29 años. Sin embargo, el
hecho de que el leg¡slador haya delegado el alcance del derecho a los partidos
polít¡cos, genera nuevos v¡c¡os de desigualdad que desvirtúan su finalidad original y
terminan generando nuevas situaciones discriminatorias por virtud de la

deslegalización.
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Por ello señaló que se podía definir a la deslegalizac¡ón como el hecho consistente
en que una ley permita que los preceptos que contienen una determinada materia
sean prec¡sados, modificados, derogados por una norma de inferior jerarquía,
privando de esta manera de eficacia a las disposiciones legales vigentes, ya que las
normas partidarias en virtud de la habilitación podrán definir, precisar, modificar o
derogar disposiciones conten¡das en la ley, dejando fuera del control democrático
una srtuac¡ón tan importante como lo es la restricción a los derechos humanos.

Partiendo de lo anterior, precisó la entonces Magistrada Electoral, que, en el caso
analizado, la violación al principio de reserva de ley, se concretaba en una
delegación legislativa, que perv¡erte la finalidad original de la norma y que deja a la
normativa de cada part¡do político el alcance de la medida, generando nuevas
situaciones d iscrim inatorias.

Abundó que, la falta de precisión del alcance por parte del Código Electoral de
Colima, del derecho de los jóvenes que se pretende promover y del derecho del otro
grupo efarlo (grupo de individuos que tienen la m¡sma edad o a aquello vinculado a la
edad de un sujeto) que se restringe, lleva a que los ciudadanos vean doblemente
afectado el principio de igualdad, pues la falta de certeza sobre el alcance de la
obligación de garantizar la participación de los jóvenes, traslada a cada partido esta
decisión e introduce fuera de un contexto de homogeneidad mínimo, una
desigualdad entre el grupo etarlo de los jóvenes y el restante, pues será según la
disposición normativa de cada partido como los ciudadanos jóvenes verán
efectivamente garantizado su derecho y los demás disminuido el suyo, lo que de
suyo afecta Ia certeza y viola el derecho de los militantes. Esto es, el alcance de los

derechos de los ciudadanos entre si y el alcance al inlerior de los partidos, va a

depender no de una decisión legislativa, sino de una decisión part¡daria, lo que, de

suyo, en la opinión de la referida Magistrada, es inconstitucional e inconvencional.

Para ejemplificar dicha afectación o violación a los derechos de las y los jóvenes,

hizo una relación comparativa, de los estatutos de los diferentes partidos politicos

nacionales, entre ellos, del PRl, PRD, PAN, PVEM, MC, MORENA, PT, NUEVA

ALIANZA, PES y PARTIDO HUMANISTA, y puso de manifiesto la diferencia de

rangos de edades entre unas y otras disposiciones partidistas en los que se

consideraba como jóvenes, para garantizar la denominada "cuota joven", oscilando,

como edades límites superiores en algunos de ellos, la de 35, menores de 30, y
menores de 26, y en otros partidos no se definían esas edades; y respecto a las

cuotas, unos establecian porcentajes no menores a 30%, otros el |Q% y en otro solo

en 1 de cada 5 cand¡daturas debia ser joven y en otros casos tampoco se regulaban

cuotas para jóvenes.



Por ello señaló en su voto particular que la falta de precisión de la norma, provocada
por la delegación legislativa, llevaba a una regulación dispar, que no conseguía
cumplir con la finalidad constitucional y que por eso term¡naba tornándose vtolatoria
del derecho a la igualdad en relación con los artículos 35 y 41 constitucionales.

En otro apartado del voto particular, señala que la garantía de inclusión que prevé el
artículo 51 está vinculada con el cumplimiento de la finalidad, puesto que a través de
la introducción de este deber de garantía se promueve el valor del pluralismo
intergeneracional, en tanto que se apalanca la participación de los jóvenes en la
integración de la Cámara de Diputados estatal y los ayuntamientos municipales; sin
embargo acota que, al introducir un mandato que pretende lograr la inclusión de los
jóvenes pero no establece en si mismo un sistema de cuotas ni una regla concreta,
deja cada partido politico la elección de su política de inclusión de la juventud,

apuntalada con un deber de garantía o mandato de optimización a su cargo, que es
insuficiente para lograr que la medida sea la menos restr¡ctiva del derecho
fundamental.

Cuarto. Ahora bien, si bien destaca que en otro apartado de del voto particular a que

se hizo referencia en el punto que antecede, se hizo un anális¡s respecto de Ia

proporcionalidad del citado 30% que, en la sentencia, se determinó que debia ser
cumplido; y que, desde la perspectiva de la entonces Magistrada disconforme con el
proyecto era muy elevado; también debe tenerse presente que en la sentencia en

cuestión, la determinación que fue aprobada por mayoría de votos fue, en términos
generales, la siguiente:

1.- Que la interpretación sistemática y funcional del marco constitucional y

legal que se invocó en la sentencia, así como la intención del poder

reformador de la Constitución, ponía de manifiesto que el principio de auto
organización y autodeterminación de los partidos políticos, implica el derecho
de gobernarse internamente en los términos que se ajusten a su ideología e
intereses políticos, siempre que sean acordes a los principios de orden
democrático, aspectos que se deben plasmar en sus dist¡ntos instrumentos
normativos.

2.- Que, en complemento de lo anterior, debe decirse que los institutos
políticos nacionales, como entes de interés público, evidentemente, están

sujetos en su actuar al marco constitucional y legal aplicable a nivel federal,

empero cuando participan en las elecciones de las entidades federativas,

ev¡dentemente, se encuentran suietos a esa regularidad supranacional, por lo
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que deberán su1etar su actuar a Ias reglas establec¡das en las leyes
respectivas.

3.- Que conforme a lo dispuesto por el artículo 41 , base I de la Constitución
federal, los partidos politicos son entidades de interés público, será Ia ley la
que determinará las normas y requisilos para su registro legal, las formas
específicas de su intervención en el proceso electoral y los derechos,
obligaciones y prerrogat¡vas que les corresponden. Y si bien en dicho
d¡spositivo se les reconoce el derecho a participar en las elecciones de las

entrdades federativas y municipales, también lo es, que su part¡cipación debe
ceñirse a las reglas previstas en la normativa de la entidad federativa
respectiva, pues de otro modo se desconocería uno de los principios que rigen
en la materia electoral, como lo es el principio de legalidad.

De esta forma, se concluye que, s¡ bien es cierto que los partidos cuentan con

el derecho de auto-organ ización en su ámbito interno, no significa que tal

derecho los substraiga del sistema jurídico mexicano; s¡no por el contrario, los
partidos políticos se encuentran obligados a cumplir con lo establecido en la
Constitución y en sus leyes secundarias.

Por ello, el derecho de a uto-orga n ización de los partidos políticos no los

autoriza a ¡ncumplir con la normatividad electoral vigente, entre las cuales se

cuentan las normas relativas a la igualdad de oportunidades en el acceso a

cargos públ¡cos, la equidad de género, así como las cuotas correspondientes.

4.- En cuanto a las acciones af¡rmativas para el sector juvenil. Se estableció
que la implementación de la figura de las acciones aflrmativas, no sólo puede

aplicarse en razón de género, sino a partir del reconocimiento de cierto grupo

de la sociedad que, a partir de características bien definidas, se haga
necesario la implementac¡ón de ciertas medidas que corr¡jan o eleven su
participación en la vida democrática del país. De este modo, podemos hablar
de acciones afirmativas en razón de género, raza, edad y hasta nacionalidad.

A efecto de corregir la condición de desigualdad existente en ciertos grupos, el

Estado puede ¡mplementar, acciones legislativas, de políticas públicas, o de

otra índole con la finalidad de lograr una participación real de estos grupos, asi

como para elevar su cond¡ción de vida. educación, bienestar, salud,

participación política, etcétera.
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De esta manera para el Estado Mexicano, el sector juvenil por su importancia
para el desarrollo del país, fue considerado como un grupo de atención
prioritario. Lo anterior, puede corrobarse con lo señalado por el artículo 2 de la
Ley del lnstituto Mexicano de la Juventud, que señala " Por su importancia
estratég¡ca para el desarrollo del pais, la población cuya edad quede
comprendida entre los 12 y 29 años, será objeto de las políticas, programas,

servic¡os y acc¡ones que el lnstituto lleve a cabo, sin distinción de origen étnico
o nac¡onal, género, discapacidad, condición social, condiciones de salud,
religión, opiniones, preferencias, estado c¡v¡l o cualquier otra."

La razón pr¡mordial de lo razonado, encuentra un sustento de peso, si se
considera que, con base en las proyecciones del Consejo Nacional de
Población, estimó que la población juvenil en México, durante el año dos mil
trece, alcanzó los 37 990 448 (treinta y siete millones novecientos noventa mil

cuatrocientos cuarenta y ocho personas), esto es, la población juvenil (doce a
veintinueve años de edad) represenló 32.1 Yo (treinta y dos punto un por

ciento) del total de la población.

No obstante ello, en el caso de la participación política de este sector de la
soc¡edad, en la reciente reforma electoral del año dos mil catorce, no se
establecieron reglas o acc¡ones afirmativas a favor del sector juvenil. En

efecto, ni la constitución federal, la Ley General de lnstituciones y

Procedimientos Electorales, y la Ley General de Partidos Políticos, previeron

alguna regla referente a las acciones afirmativas para jóvenes.

En este sentido, toda vez que las citadas leyes generales no establecieron
reglas o parámetros en cuanto al establecimienlo de cuotas para la integración

de las candidaturas para diputados locales o ayuntam¡entos, evidentemente,
las legislaturas de las entidades federat¡vas quedaron en libertad de legislar

sobre el tema.

5.- Ahora b¡en, por lo que se refiere acciones afirmativas para jóvenes en el

Estado de Colima. En el caso en cuestión, se expuso que, en el Estado de

Colima, desde el año dos mil once el legislador consideró necesario reconocer

la participación de los jóvenes en la vida democrática del Estado, para lo cual

incluyó una acción afirmativa para este sector de la sociedad que quedó

plasmado en los articulos 86 bis, base l, párrafo 8 de la Constitución local

(anterio0, así como en el articulo 51, fracción XXI inciso d) del CÓdigo

Electoral.
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No obstante ello, si bien d¡spuso de la inclusión de este sector en las
candidaturas, estableciendo un rango de edad, no dispuso del porcentaje o la
cuota con la cual se podría cumplir con esta regla. Cuestión que si fue
abordada en el proceso legislativo seguido con motivo de la reforma al Código
Electoral del Estado de Colima del año dos mil once, en el que se adv¡erte lo
sigu¡ente:

"En este sentido, la Comisión de Gobierno lnterno y Acuerdos parlamentarios,

en reun¡ón de trabajo, celebrada el 26 de agosto próx¡mo pasado, estando
presenfes todos y cada unos de sus ¡ntegrantes, analizó y acordó sobre /os
asuntos pendientes en /os sigulenfes términos:

1) Porcentaje de cuota en la inclusión de jóvenes en candidaturas; al respecto,
se acordó que los paftidos políticos tendrán como obligación garantizar la
inclusión de jóvenes, entre los 1B años y 30 años de edad, en las cand¡daturas
de d¡putados por ambos principios de representación política y de miembros
de los ayuntamlentos, sln señalar porcentaje de cuota mín¡mo alguno, dejando
así a cada instituto polít¡co la libertad de determinar la cantidad de
candidaturas de jóvenes según lo consideren perfinente."

Es de precisarse en la sentencia que el rango de edad establecido en la reforma del
año dos m¡l once, establecía en el caso de las candidaturas para los jóvenes un
rango de edad entre los 1B y 30 años, situación que se modificó con la reforma del
año dos mil catorce, al bajar la edad máxima de 30 años a 29, que es como
actualmente se mantiene. De esta forma, la acción afirmativa introducida por el
legislador colimense en esa ocasión, en el artículo 51, fracción XXI inciso d) del
Código Electoral, sobre la inclusión de cand¡daturas entre los 18 y 29 años de edad,
de diputados por ambos principios de representación y miembros de los
Ayuntamientos, debía atenderse conforme a los porcentajes establecidos en los
instrumentos normativos de cada partido politico, conforme a ficha redacción vigente.

Sin embargo, en la propia resolución en cuestión, cobra relevancia que en el caso en
específico, el partido político nacional, al participar en las elecciones locales, se
encontraba constreñido a acatar las reglas del proceso electoral para el Estado de
Colima, en específico, la acción afirmativa a favor de los 1óvenes, estipulada en el
articulo 86 bis, base l, párrafo B de la Constitución local (anterior), así como en el
articulo 51 , fracción XXI inciso d) del Código Electoral. En este sent¡do, la norma
estatutar¡a sólo s¡rve como complemento, en aquellos casos en los que la norma
constituc¡onal o ¡egal es omisa.
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En efecto, se determinó en la sentenc¡a, que en principio, todo partido polít¡co, como
ente de interés público y constreñido su actuar al marco constitucional y legal
vigente, en acatamiento al principio de constitucionalidad y legalidad que opera en la
materia electoral, ante los casos de una posible antinomia entre lo legislado por el
partido político y el legislador democrát¡co, deberá atender en primer lugar, al
acatam¡ento del marco constitucional y legal, puesto que, en modo alguno puede
pensarse que dichos ordenamientos pueden ceder ante lo est¡pulado por el partido
político en un estatuto o en un reglamento.

Lo anterior es así, porque lo normado por los partidos polÍticos en sus estatutos,
reglamentos, lineamientos, convocatorias. etcétera, a efecto de seleccionar a sus
candidatos, deben verse como normas complementarias de las reglas establecidas
por el constituyente permanente o el legislador ordinario, a nrvel federal o nivel local,
ya que de otro modo los partidos políticos podrían escapar al marco juridico aplicable
lo cual sería inaceptable y atentaría en contra del estado democrático de derecho
que exige que todos los actores se sujeten invariablemente a las normas
democráticamente establecidas.

Visto de este modo las cosas, en la sentencia se expuso que, tratándose de los
partidos políticos nacionales, al momento de part¡c¡par en las elecciones
constituciona les, deberán estar atentos a las normas que regulan el proceso
electoral, a efecto de cumplir con las reglas establecidas en los ordenamientos
aplicables, y sólo en los casos en que aquellas sean omisas, aplicar lo preceptuado
en su normativa interna, además, en los casos de aparente antinomia, por estar
regulado cierto requisito tanto en la normativa partidaria como en la constitucional y
legal, evidentemente. atender a esta última.

En íntima relación con lo anterior, y tomando en considerac¡ón los principios pro

homine y de progresividad, contenidos en el artículo 1o Constitucional, en el estud¡o
del caso concreto en la sentencia de referencia, se indicó que deberá preferirse

aquella norma -aunque partidaria- que proteja de manera más amplia el derecho en
cuestión, esto es, la que privilegie y potencie eldisfrute de los derechos humanos.

Asi, esta suerte de verificación y reenvió en la aplicación de las normas atinentes,
hacen posible el cumplimiento de los principios de constitucionalidad y legalidad, asi

como los de auto-determinación y autorregulac¡ón de los partidos políticos. Bajo este
contexto, en el caso en específ¡co, se indicó que era claro que el articulo 51, fracción
XXI inciso d) del Código Electoral del Estado de Colima, si señalaba el rango de
edad que deberán de tomar en cuenta los partidos políticos para la inclusión de
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jóvenes en las candidaturas de diputados por ambos pr¡ncip¡os de representación y
miembros de los Ayuntamientos, el cuar oscila entre los rg y 29 años de edad.

De esta forma, se indicó por la sala Regional roluca, del rribunal Electoral del poder
Judicial de la Federación, que era evrdente que no podía aplicarse y tomarse como
vál¡do lo preceptuado en el artículo 47, párrafo tercero de los estatutos partidistas
(PRl), que regulaba como edad rim¡te para los jóvenes la edad de 3s años, por lo que
la norma estatutar¡a debía ceder ante lo regulado por el legislador colimense; es
decir hasta los 29 años.

Lo anter¡or, hacía presuponer válidamente, desde Ia perspectiva de la sala Regional,
la ¡ntención del legislador local de reducir la edad límite, a efecto de que cada vez
más jóvenes de menor edad, sean designados como candidatos por los partidos
políticos, situación además que es conforme con el principio de progresividad
conten¡do en el artículo 1, párrafo tercero de la norma fundamental, que implica la
obligación del Estado de procurar todos los medios posibles para su sat¡sfacción en
cada momento histórico y la prohibición de cualquier retroceso o involución en esta
tarea.

situación, además, que era acorde con el concepto de joven contenido en el artículo
3, fracción Vll de la Ley de la Juventud del Estado de colima, que identifica como tal
"a las mujeres y los hombres cuya edad comprende et rango entre los 12 y tos 30
años de edad, identificado como un actor social estratég¡co para la transformación y
el mejoramiento del Estado" .

Ahora bien, una vez fijada la edad límite que debía considerarse para el
cumplimiento en la postulación de candidaturas para jóvenes, que es la de 29 años,
era necesario fijar los demás parámetros a efecto de hacer efectiva la acción
afirmativa contenida en el artículo 51, fracción XXI inciso d) del código Electoral del
Estado de Colima.

Por ello, determinó en esa ocas¡ón la Sala Regional que, en el caso sometido a su
potestad, el porcentaje debería ser aquél contenido en la norma partidista, toda vez
que, por disposición del legislador colimense anterior, verificable en el proceso
legislativo de reforma del código electoral del año dos mil once, se dispuso dejar a
cada instituto político la libertad de determinar la cantidad de candidaturas de
Jóvenes según lo consideren pertinente.

De esta forma, ante la omisión del legislador ordinario, es que cobraba vigencia lo
preceptuado por el "legislador partidista", que dispuso en el articulo 45, párrafo
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sépt¡mo de los Estatutos del Partido Revoluc¡onario lnstitucional, que en la
integración de las planillas para Ayuntamientos que correspondan a los procesos
electorales mun¡cipales se deberá rncluir a jóvenes como candidatos propietarios y
suplentes en una proporción no menor del 30%.

También se estableció en la sentencia que, a efecto de que la acción afirmat¡va para

.jóvenes contenida en el artÍculo 51 , fracción XXI inciso d) del Código Electoral del
Estado de Colima, se llevara a cabo de manera real, era necesario que la fórmula
tanto de propietario como suplente cumpliera con Ia edad que se estipulaba, esto es,
que el rango de edad de la fórmula osc¡lara entre los 18 y 29 años, ello a efecto de
inhibir las práct¡cas que pretendan burlar dicha disposición o hacerla ilusoria.

En todo caso, ante la eventual renunc¡a
que finalmente acceda sea de la edad
acción afirmativa, que es el acceso de
politicas en el país.

del propietario se asegura que el suplente
límite, y se cumpla con la finalidad de la

los jóvenes en la toma de las decisiones

Asimismo, se ¡nd¡có que las fórmulas completas de acción af¡rmativa de jóvenes, con
respeto a la paridad de género no se excluyen unas de otras, por el contrario, se
complementan, por lo que la aplicación de una no significaba el desplace de otra.

Por tal motivo, se ¡ndicó que en el diseño de la planilla se deberia atender que del 30
% de la planilla que se postulara, la mitad de ella conesponda a mujeres, además de
la alternancia que debe seguirse en la asignación de las cand¡daturas.

Quinto.- Por ello, s¡guiendo las pautas contenidas en la sentencia de referencia, los

suscritos legisladores, estimamos necesario y pertinente, reformar el articulo 5"1 ,

fracción XXl, inciso d), del Código Electoral, con la finalidad de plasmar en dicha
normativa electoral, el porcentaje minimo que, por concepto de "cuota de.lóvenes",
deben registrar los partidos políticos y/o coaliciones, tanto para la integración de las

candidaturas a diputaciones por ambos principios, como para la integración de las
planillas contendientes para la conformación de los ayuntamientos; citado porcentaje
que estimamos proporcional y acorde con nuestra entidad, en un 30% como
mínimo, toda vez que, de acuerdo a los datos obtenidos por el Consejo Nacional de
Población en los siguientes links:

http://www.conapo.gob mx/es/CONAPO/Tabulados_basicos?page= 1

http://www.conapo.gob. mx/work/models/CONAPO/Enadid2006/tabulados/Cuadrol .p

df
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cand¡datos de género dist¡nto, de manera alternada, atend¡endo al orden de prelación hasta
agotar la plan¡lla correspond iente.

()
()
()
(. . )

()

ARTíCULO 168.- (. .)

l. (.. );Y
ll (. )

()

En cualquiera de estos casos, para la sustitución deberá cumplirse tanto con la
paridad de género, como con la cuota de jóvenes a que se refiere el inciso d)
de la fracción XXl, del artículo 51 de este Código,

(. )

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el Periódico Oficial "El Estado de Colima".

ARTICULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al
presente Decreto.

ATENTAMENTE
Colima, Colima a 23 de abril del año 2020

DIPUTADO VLADIMIR PARRA
BARRAGÁN
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Existe una referencia porcentual en jóvenes en los rangos siguientes.

Total de habitantes en Colima: 568,642

Rangos de
edades

Porcentaje respecto a

total de población
15-19 11%
20-24 9.3%

25-29 7.1%
Total: 27.4%

Y en el siguiente link
http://www.col.gob.mx/transparencia/archivos/porta112017052416071829_Poblacion-
Total-Edad-Sexo-M pio-J ur-20 1 5.xlsx

Se muestra una tabla comparativa de la población total en colima, dividida por rangos

de edades de 5 en 5 años, con resultados al 2015 se advierte lo siguiente:

Población Total: 723,455

Rangos de
edades

Población total Porcentaje
respecto a total
de población

15-19 63,1 59 8.7%

20-24 64,093 8.8%

25-29 61,441 8A%
Total: 25.9%

Es decir, al menos tomando como base las anteriores clfras, existe un promedio de

jóvenes entre 15 y 29 años de edad, de 26.65% respecto del total de la población, lo

anterior, aunado a que, en fechas recientes con motivo de la breCha

transgeneracional que se ha venido dando, ha habido un incremento en la

ciudadanía joven, por ello, estimamos que dicho porcentaje propuesto de 30% como

mínimo es justificado y proporcional.

Además, ello resulta indispensable, puesto que los jóvenes colimenses deben estar

debidamente representados, pues forman una parte importante de la forma activa de
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la democracia, por lo que, resulta necesario reformar el Código Electoral del Estado
para garantizar en los hechos que los mismos lleguen a ocupar cargos de
representación popu lar.

Cabe mencionar, que la presente iniciativa fue discutida con un grupo amplio de
jóvenes líderes de diversos partidos políticos, quienes estuvieron de acuerdo con sus
objetivos y planteamientos y qu¡enes concluyeron la necesidad de llevar a acabo la

reforma que se plantea, por la poca representación y espacios a los que tienen

acceso.

En virtud de lo anterior, se propone a la Asamblea, el siguiente proyecto de:

DECRETO:

ARTíCULO ÚnlCO. Se reforman los articulos 51, 160 y 168 del Código Electoral del

Estado de Colima, para quedar como sigue:

ART|CULO 51.- [ ]

l.-axx-[...]

XXl.- Registrar candidaturas en los porcentajes y para los cargos de elección

popular siguientes:

a) (.. );
b) (.);
c) ( );
d) En el caso de las diputaciones por ambos principios e integrantes de los

ayuntam¡entos, garantizarán la inclusión de jóvenes entre los 18 y 29 años de
edad en por lo menos el 30% de las candidaturas, respetando la paridad y
alternancia de género.

Quienes sean sus suplentes, deberán estar dentro de los rangos de edades
antes señalas; y en el caso de las diputaciones por representac¡ón
proporcional, ocupará el lugar de quien por determinada circunstancia deie
de ocupar la diputación, la o el candidato del mismo género y rango de
edad señalada que le siga en la l¡sta, según corresponda.

Además, procurarán la representación de la población ¡ndígena, personas con
discapacidad, personas de la diversidad sexual y otros grupos vulnerables en las

candidaturas de diputaciones por ambos principios de representación y en las

candidaturas para integrar los Ayuntamientos. Para el cumpl¡miento de lo
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dispuesto en esta fracción, ros pARTrDos poLÍTrcos, adaptarán, conforme a
sus estatutos y reglamentos, los procesos ¡nternos de selección de sus
candidatos.

e) Determinar y hacer públicos criterios objetivos para garantizar, tanto la paridad
de género como ra cuota de jóvenes en ras candidaturas a diputaciones y
munícipes. En ningún caso se admitirán criterios que tengan como resultado que
a alguno de los géneros, o jóvenes le sean asignados exclusivamente aquelios
d¡stritos o municipios en los que el partido haya obtenido los porcentajes de
votación más bajos en el proceso electoral anterior.

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contenidas en los incisos a) al e)
de esta fracc¡ón, dará lugar a la negativa del registro de las candidaturas a que la
misma se refiere. En caso de ser posible. atendiendo a la fecha de conclusión del
periodo para efectuar los reg¡stros de las candidaturas, la autoridad electoral
competente requerirá a los PARTIDOS pOLiTICOS para que subsanen las
irregularidades que hubiere detectado, en el térm¡no que al efecto señale dentro de
dicho periodo.

XXll.-aXXIX-(...)

ARTÍCULO 160.- ( ..)

r-( )

ll.- Para las candidaturas a diputados por el principio de mayoría relativa, se integrarán
fórmulas compueslas cada una por un propietario y un suplente de un m¡smo género y del
mismo rango de edades a que se refiere el inc¡so d) de la fracción XXl, del artículo s1
de este cód¡go. Asimismo. del total de los d¡str¡tos electorales en los que participen, de
manera ind¡vidual, en candidatura común o en coalición, presentarán candidatos de un
mismo género en el 50% de los mismos. si la participación comprende un número impar de
distritos, las candidaturas de un mismo género no podrán ser mayores de una fórmula;

lll.- Para las candidaturas a diputados por el pr¡ncipio de representación proporc¡onal, se
presentará una lista de prelación, integrada por nueve cand¡datos propietarios, altemando
propuestas de uno y otro género; cuidando el cumplim¡ento de la cuota de jóvenes a que
se refiere el inc¡so d) de la fracción XXl, del artículo 51 de este Código, y

lV.- Para los ayuntamientos, Ias candidaturas se comprenderán en una sola planilla que
enliste ordenadamente a los candidatos a Presidente Municipal, síndico y regidores, con sus
respectivos suplentes, debiendo observar las bases establec¡das en los articulos 86 Bis, g9
y 90 de la CONSTITUCION y cuidando el cumpl¡miento de la cuota de jóvenes a que se
refiere el inciso d) de la fracción XXl, del artículo 51 de este Cód¡go,

Cada fórmula de los cargos citados en el párrafo anter¡or estará integrada por un propieta rio
y un suplente del mismo género y m¡smo rango de edadest se enlistarán ordenadamente
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